

SENTENCIA NÚMERO: CUARENTA Y UNO
En la ciudad de Córdoba, a los seis días del mes de abril de dos mil dieciséis, siendo las doce y treinta horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y María Marta Cáceres de Bollati, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "TREJO, VALERIA JULIETA C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. N° 1437501), con motivo del recurso de apelación interpuesto por la parte actora (fs. 410) fijándose las siguientes cuestiones a resolver.

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y María Marta Cáceres de Bollati. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:


1.- A fs. 410 la actora interpuso recurso de apelación en contra de la Sentencia Número Doscientos uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el diecinueve de diciembre de dos mil trece (fs. 400/409), que resolvió: "1.- Rechazar la demanda contencioso administrativo de plena jurisdicción interpuesta por Valeria Julieta Trejo en contra de la Provincia de Córdoba. 2.- Imponer las costas por el orden causado…".

2.- Concedido el recurso por el Tribunal a quo, mediante Auto Número Seiscientos once del treinta de diciembre de dos mil trece (fs. 412 y vta.), los autos se elevaron a este Tribunal (fs. 415), corriéndose traslado a la apelante (fs. 416), quien lo evacuó a fs. 417/425, y solicitó que se haga lugar al recurso, con costas.

La expresión de agravios admite el siguiente compendio:

La recurrente cuestiona el pronunciamiento dictado por la Cámara a quo fundado en que el Dictamen de la Comisión tiene el valor de mero consejo u opinión y sostiene que está acreditada la nulidad del decreto de designación por ser arbitrario e infundado.

Insiste en que el Poder Ejecutivo Provincial, al designarla en el cargo de Profesional Científico Tecnológico Adjunto, se ha apartado arbitrariamente del Dictamen de la Comisión de Ingreso y Promoción para la Carrera del Profesional Científico y Tecnológico, y que esto ha quedado acreditado con la prueba rendida en autos, la que no ha sido debidamente meritada por la Sentenciante.
Luego de transcribir los artículos 9 y 13 de la Ley 9876 y la Resolución Número 69/11 del Ministerio de Ciencia y Tecnología de la Provincia, señala que la Comisión, con sustento en el marco normativo referenciado, y luego de analizar la solicitud de ingreso y los requisitos de antecedentes científicos técnicos exigidos como así también la documentación presentada, entendió que debía ser designada en la Categoría Profesional Científico Tecnológico Adjunto.

Sostiene que la Comisión considera equivalentes los requisitos de los ítems D.1. y D.5. para ser designado en el cargo mencionado. 

Explica que para dicho órgano corresponde dar por cumplidos ambos requisitos mínimos cuando haya al menos tres trabajos o documentos que califiquen para estos dos apartados, ya sean presentaciones en reuniones o informes no publicados, independientemente del número que corresponda a cada ítem.

Aclara que la Comisión dejó expresa constancia respecto de que el conocimiento y dedicación en tiempo de experimentación, recolección y análisis de datos y redacción para una presentación en reunión científico técnica es similar a los que se requiere para concluir un documento con las características que corresponden a informes que califican para el apartado D.5.

Refiere que en las designaciones del Decreto Número 1546/11 hubo numerosos casos que no cumplían requisitos mínimos y la Fiscalía de Estado dio por válidas las equivalencias.

Acusa que la Fiscalía ha incurrido en un claro quebrantamiento de los principios básicos de la lógica en los casos de las profesionales Lorena Palacio y su parte. 

Expresa que la ilegalidad de los actos impugnados ha quedado debidamente acreditada con la prueba rendida en autos, especialmente con las testimoniales brindadas por los miembros de la Comisión de Ingreso y Promoción para la Carrera de Profesional Científico y Tecnológico. 

Añade que, no obstante ello, el Tribunal de Mérito rechazó la demanda, soslayando la prueba aportada al proceso, basándose en que la facultad de designar a los agentes administrativos corresponde al Poder Ejecutivo, por imperativo del artículo 144 inciso 10 de la Constitución Provincial. 

Sostiene que si bien no puede discutirse que la facultad de designación compete al órgano ejecutivo, ésta debe ajustarse -en casos como el de autos- a los dictámenes de los organismos específicos creados a tal fin e integrados por personal especializado; máxime cuando han sido aceptados dichos dictámenes para la designación de otros agentes. 
3.- A fs. 426 se corrió traslado de los agravios expresados a la parte demandada, quien lo evacuó a fs. 434/437vta., y solicitó, por las razones que allí expresa, el rechazo del recurso interpuesto, con costas.

4.- A fs. 438 se dictó el decreto de autos, el que firme y consentido (fs. 443 y vta.), deja la presente causa en condiciones de ser resuelta.

5.- El recurso ha sido interpuesto en tiempo propio, en contra de una sentencia definitiva (arts. 43 y ss. del C.P.C.A. y 366 del C.P.C.C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182) y por quien se encuentra legitimada procesalmente para ello, razón por la cual corresponde su tratamiento.

6.- La Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación, en el pronunciamiento recaído en autos rechazó la demanda de plena jurisdicción incoada por la actora en contra de la Provincia de Córdoba, confirmando de tal modo, la legitimidad de los actos administrativos impugnados, Decreto Número 1831, dictado por el Gobernador de la Provincia el veintiséis de octubre de dos mil once, que designó a la accionante en el cargo "Profesional Científico Tecnológico Asistente" (cfr. fs. 21/24) y su confirmatorio, Decreto Número 126, dictado por la misma autoridad el trece de marzo de dos mil doce, por el cual se rechazó el recurso de reconsideración entablado en contra del primero (cfr. fs. 35/37).
Contra tal pronunciamiento alza su embate recursivo la accionante.
7.- En forma liminar, es dable puntualizar que, tal como señala Couture (Fundamentos de Derecho Procesal Civil, edición póstuma, págs. 354 y sgtes., concordante con RAMACCIOTTI y LÓPEZ CARUSILLO en Compendio de Derecho Procesal Civil y Comercial de Córdoba, T. III, Bs. As., 1981, pág. 446), la segunda instancia no constituye un nuevo juicio sino que su objeto consiste en verificar, sobre la base de la resolución impugnada y en los límites de los agravios formulados, el acierto o error de lo resuelto por el Tribunal a quo (cfr. Sent. Nro. 94/1998 "Caballero, Susana B. ..." y lo establecido por el art. 356 del C.P.C.C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).


Por ello, para que la instancia de apelación logre alcanzar un pronunciamiento positivo o negativo acerca de la pretensión recursiva que se intenta, es menester que el acto de impugnación satisfaga determinados requisitos formales, impuestos bajo sanción de inadmisibilidad.


La expresión de agravios (art. 371 del C.P.C.C., por remisión del art. 13 del C.P.C.A.) debe contener la fundamentación del recurso, mediante un análisis en el cual se expliciten las razones en virtud de las cuales el agraviado considera que el pronunciamiento recurrido afecta sus intereses, esto es los motivos de su disconformidad expuestos a través de una crítica razonada de la Sentencia.


Así, es de carga inexcusable para quien pretenda la revisión de un fallo, rebatir y poner de manifiesto los errores de hecho y de derecho, omisiones, defectos, vicios o excesos que puede contener el decisorio respecto del cual se intenta el recurso (RAMACCIOTTI y LÓPEZ CARUSILLO, obra citada, T. III, págs. 524 y sgtes.)
8.- A los fines de verificar el cumplimiento de tales requisitos, es menester efectuar un repaso del marco normativo aplicable al sub examine. 


La Constitución de la Provincia de Córdoba en su artículo 144, inciso 10 fija como atribución del Gobernador, en su carácter de jefe y administrador del Estado provincial, la de nombrar y remover por sí a los "…agentes de la Administración cuyo nombramiento no esté acordado a otra autoridad, o la facultad haya sido delegada, con sujeción a esta Constitución y a las leyes…". 

La Ley 9876 (B.O. 04.01.2011) -Escalafón del Personal Científico y Tecnológico de la Provincia de Córdoba-, en su artículo 1 prescribe "El presente Escalafón establece, en el marco del Estatuto para el Personal de la Administración Pública Provincial, la carrera del Personal Científico y Tecnológico de la Provincia de Córdoba y es de aplicación para todo el personal que preste servicios en la Administración Pública Provincial -centralizada o descentralizada- y que ingrese a la carrera instituida en el presente Escalafón, el que se rige por las disposiciones de la Ley Nº 7233 y sus modificatorias -Estatuto del Personal de la Administración Pública Provincial- y las contenidas en esta norma".
Por su parte, el artículo 5 de la ley citada enumera las categorías que comprende la carrera del Personal Científico y Tecnológico: a) Técnico Científico Tecnológico Asistente; b) Técnico Científico Tecnológico Adjunto; c) Profesional Científico Tecnológico Asistente; d) Profesional Científico Tecnológico Adjunto; e) Profesional Científico Tecnológico Asociado; f) Profesional Científico Tecnológico Principal, y g) Profesional Científico Tecnológico Superior, estableciendo que estas categorías se definen mediante los requisitos mínimos exigidos para acceder a cada una de ellas según se establece en el presente Escalafón.

El artículo 9 ib. prescribe "Para ser designado en la categoría Profesional Científico Tecnológico Adjunto se requiere título universitario de grado o, en casos excepcionales, antecedentes y experiencia que puedan considerarse equivalente a estos efectos, y haber realizado una labor personal en proyectos de aplicación de conocimientos científicos o tecnológicos, innovación, gestión, vinculación o servicios científico-técnicos con resultados recopilados en presentaciones a congresos o en informes científicos o técnicos realizados para proyectos institucionales, convenios o contratos. Asimismo se debe haber alcanzado la capacidad de planear y ejecutar un proyecto de aplicación de conocimientos científico-tecnológicos o servicios científico-técnicos, así como de colaborar eficientemente en grupos de trabajo. Debe trabajar bajo la supervisión de un profesional de mayor categoría" -énfasis agregado-.

Según lo establecido en el artículo 13 ib. el Ministerio de Ciencia y Tecnología de la Provincia de Córdoba es la Autoridad de Aplicación de la ley, a su vez la norma señala que dicha autoridad designará la "Comisión de Ingreso y Promoción" para la carrera del Profesional Científico y Tecnológico que lo asesorará en la aplicación del presente régimen.

El artículo 15 delimita las funciones principales de la Comisión de Ingreso y Promoción: a) Actuar como Tribunal de Concurso para el ingreso a la carrera y como Junta de Evaluación de Desempeño Científico Técnico de los miembros de la carrera; b) Considerar las solicitudes de ingreso y los antecedentes de los candidatos a incorporar a la carrera; c) Establecer el orden de mérito de los candidatos para cada categoría;
d) Proponer a la Autoridad de Aplicación, mediante dictamen fundado, su incorporación a la carrera; e) Rechazar, mediante dictamen fundado, las solicitudes de candidatos que no cumplan con los requisitos para ingreso; f) Analizar, de acuerdo con lo establecido en este régimen, la situación de los profesionales y técnicos a través de sus informes y otros elementos de juicio y proponer o no su promoción; g) Evaluar los informes bienales de los miembros de la carrera y su desempeño; h) Elaborar un dictamen fundado que aconseje la aprobación o rechazo del informe bienal y el cambio de categoría -si corresponde- e informar de ello a la Autoridad de Aplicación, e i) Proponer a la Autoridad de Aplicación las modificaciones a este Escalafón que la experiencia haga aconsejables y la aprobación de disposiciones complementarias o reglamentarias especiales.

A su turno, el artículo 16 de la Ley 9876 dispone que "Todo ciudadano tiene derecho a ingresar a la carrera del Personal Científico y Tecnológico de la Provincia de Córdoba previo concurso público abierto de antecedentes y a la presentación de un proyecto científico-tecnológico que se encuadre dentro de los lineamientos que establezca la Autoridad de Aplicación. 

El ingreso puede efectuarse en cualquiera de las categorías de la carrera de acuerdo –exclusivamente con los méritos y antecedentes del postulante y de los demás requisitos que señala este Escalafón, no existiendo una correlación forzosa entre la categoría en que sea designado y la posición que ocupe en la estructura orgánico-funcional a la que ingrese".

Finalmente, el artículo 18 de la mencionada ley prescribe que "La Autoridad de Aplicación debe elaborar, conjuntamente con las autoridades de los centros de aplicación de conocimientos o desarrollo tecnológico del Estado Provincial, un "Reglamento de Concursos" que establecerá criterios objetivos para evaluar los antecedentes y el proyecto científico-tecnológico, a los fines del cumplimiento de las exigencias que caracterizan a cada una de las categorías descriptas en la presente Ley" -énfasis agregado-.
Con sustento en la norma referida, la autoridad de aplicación, es decir el Ministerio de Ciencia y Tecnología, dictó con fecha ocho de junio de dos mil once la Resolución Número 69, en cuyo Anexo III estableció los "criterios objetivos" con que debía regirse la "Comisión de Ingreso y Promoción" para evaluar la información presentada por los postulantes al ingreso (cfr. fs. 38 y ss.). 
En su Tabla 1 determinó, entre otros, los siguientes ítems:
D.1. Presentaciones en congresos u otras reuniones científico técnicas, estableciendo que se asignaría un punto por presentación, con un máximo de diez puntos. 
D.5. Informes científicos o técnicos no publicados referidos a estudios o prestación de servicios realizados para proyectos, convenios o contratos, previendo también una valoración de un punto por cada uno, con un máximo de diez puntos. 
Para ser designado como Profesional Científico Tecnológico Asistente el postulante debía tener al menos 1 punto en el ítem D.5., no exigiéndose punto alguno para el ítem D.1.; mientras que para ser designado Profesional Científico Tecnológico Adjunto debía tener al menos un punto en el ítem D.1. y al menos dos puntos en el ítem D.5. (cfr. fs. 41).

9.- Determinado el marco normativo aplicable corresponde realizar un detenido análisis de los hechos acreditados en autos.

Tal como surge de las constancias del Expediente Administrativo Número 1442237 (Nota N°: CEPPCAVTACCSE01-450343135-111), la actora no presentó antecedente alguno en D.1., sólo adjuntó tres antecedentes para el ítem D.5.: "Evolución del sistema de racionamiento en cocido frente a una intoxicación alimentaria"; "Monitoreo de la higiene de superficies en contacto directo con los alimentos en empresas de racionamiento en cocido-verificación de POES" e "Informe de actividades realizadas para el sistema de gestión de calidad y gestión de equipos" (cfr. fols. 5).
Al analizar los antecedentes presentados por la demandante, en uso de las atribuciones otorgadas por el artículo 15 inciso b) de la Ley 9876, la Comisión de Ingreso y Promoción consideró que los antecedentes presentados, correspondientes al ítem D.5. eran equivalentes a los requeridos en el ítem D.1., por lo cual desdobló los tres antecedentes presentados por la actora para D.5., y le atribuyó uno a D.1. otorgándole un punto, y dos a D.5. atribuyendo un punto a cada uno, es decir, dos puntos para dicho ítem (cfr. fs. 51 y ss.), con el fin de que pudiera cumplimentar los requisitos mínimos para ser designada como adjunta. Repárese que para tal categoría debía tener al menos un punto en el ítem D.1. y al menos dos puntos en el ítem D.5..

En efecto, el Dictamen de fecha tres de agosto de dos mil once señaló "…Analizada la Solicitud de Ingreso (que recopila la historia Científico Técnica) del aspirante y examinados los Requisitos Mínimos en antecedentes científico técnicos requeridos por la reglamentación, la Comisión observa que la Aspirante ha presentado tres (3) informes que califican para el requisito ‘D.5. Informes científicos o técnicos no publicados referidos a estudios o prestación de servicios realizados para proyectos, convenios o contratos’ (a los que corresponde asignar un (1) punto por informe) y que no ha realizado presentaciones que califiquen para el requisito "D.1. Presentaciones en congresos u otras reuniones científico técnicas" (requisito al que se asigna hasta un (1) punto por presentación".

"Respecto de los requisitos de los apartados ‘D.1. Presentaciones en congresos u otras reuniones científico técnicas’ y ‘D.5. Informes científicos o técnicos no publicados referidos a estudios o prestación de servicios realizados para proyectos, convenios o contratos’, de la sección D de la Tabla 1 del Anexo III del ‘Reglamento para Ingreso y Promoción en la Carrera del Personal Científico Tecnológico de la Provincia de Córdoba’, la Comisión entiende equivalencia entre ellos para ser designado en la categoría Profesional Científico Tecnológico Adjunto. Dicha equivalencia está expresada con claridad en la Ley 9876, Art. 9° por la utilización de la conjunción disyuntiva "o". Esta equivalencia está también expresada en la Res. Min. CyT 69/2011, que le asigna el mismo puntaje (hasta un punto) a cada presentación y a cada informe. Por todo ello, la Comisión entiende que en este caso corresponde dar por cumplidos ambos requisitos mínimos cuando haya al menos tres trabajos o documentos que califiquen para estos dos apartados, ya sea en presentaciones en reuniones o informes no publicados, independientemente del número que corresponda a cada apartado, a fin de dar cumplimiento a la equivalencia prevista en la Ley. La Comisión deja expresa constancia que entiende que los conocimientos y dedicación en tiempo de experimentación, recolección y análisis de datos y redacción son similares para una presentación en una reunión científico técnica y para concluir un documento con las características que corresponden a informes que califican para el apartado D.5…" -énfasis agregado- (cfr. fs. 51/52).

De tal modo, la Comisión consideró cumplidos los requisitos mínimos expresados en los apartados D.1. y D.5., asignando un punto a D.1. por equivalencia con D.5. y dos puntos a D.5., razón por la cual dictaminó "…cumplida la evaluación de la Solicitud de Ingreso, del Proyecto Científico Técnico y de la Entrevista Personal, corresponde la incorporación de TREJO, VALERIA (DNI 27.058.242) en la Carrera del Personal Científico Tecnológico, en la Categoría Profesional Científico Tecnológico Adjunto, en razón de los motivos expuestos…" (cfr. fs. 53).

10.- La Fiscalía de Estado, en ejercicio de su atribución de control de la legalidad administrativa (arts. 150 de la Constitución Provincial, 1 y cc. de la Ley 7854 y Decreto Reglamentario Nro. 782/90) examinó la evaluación que la Comisión de Ingreso y Promoción realizó y si se habían cumplimentado las condiciones fijadas en la Ley 9876 y en la Resolución Número 069/2011, respecto de los concursantes y de las categorías en que fueron propuestos y formuló las siguientes observaciones respecto de la situación de la actora: "…5) TREJO VALERIA JULIETA: La Comisión actuante, mediante Dictamen suscripto sólo por su Presidente, pretende considerar las publicaciones denunciadas por la postulante en el punto D.5, como D.1 ‘Presentaciones en congresos o reuniones científico-técnica’, atento que la reglamentación exige para acceder al cargo propuesto por lo menos 1 publicación de estas características. Atento a que aquella no cumple con la condición impuesta por la reglamentación (presentación en congreso o reunión científica), la consideración formulada por el Presidente del Tribunal desnaturaliza el sentido de la norma. Por tal motivo deberá darse nueva intervención a la Comisión actuante a fin de que analice los antecedentes presentados por la nombrada conforme las disposiciones que le dan el marco legal a su intervención como tal…" (cfr. fs. 351/353). 
Frente a ello, la Comisión entendió que "…El siguiente párrafo de la Ley 9876 muestra la equivalencia entre resultados documentados en presentaciones a congresos e informes científicos o técnicos, como requisito para ser designado en la Categoría Profesional Adjunto: ‘…se requiere…haber realizado una labor personal en proyectos de aplicación de conocimientos…con resultados recopilados en presentaciones a congresos o en informes científicos o técnicos realizados para proyectos institucionales, convenios o contratos…’ (Artículo 9°, Requisitos para ser designado en la categoría Profesional Científico Tecnológico Adjunto)".
"La conjunción ‘o’ utilizada en el artículo de la Ley expresa claramente la equivalencia entre presentaciones a congresos e informes científicos o técnicos. Para la Ley son tan válidas las presentaciones como los informes, como medio para recopilar los resultados de la labor profesional".

"La Resolución MinCyT 69/2011 en su Anexo, Tabla 1, Sección D. Documentos Publicados o Inéditos, les asigna igual puntaje, un (1) punto por presentación y un (1) punto por informe, con lo que se reconoce la equivalencia como requisito. Sin embargo, la falta de una explicación acerca de cómo se debe aplicar la Tabla para la Categoría Adjunto en lo que hace a los requisitos D.1 Informes científicos o técnicos no publicados referidos a estudios o prestación de servicios realizados para proyectos, convenios o contratos, cuando se deben aplicar estos requisitos como Requisitos Mínimos, deja abierta interpretaciones para acceder a la Categoría Adjunto una presentación a Congresos, un (1) punto, y dos informes científicos técnicos, dos (2) puntos. Sin embargo esta interpretación no está de acuerdo con la equivalencia establecida en la Ley 9876, Art. 9".

"La Comisión entiende que como Requisito Mínimo corresponde exigir que la suma de puntaje de ambos requisitos D.1 y D.5 sea tres puntos, alcanzando la suma en presentaciones a congresos (tres) o en informes científicos o técnicos (tres) o en ambos (uno más dos o dos más uno), a fin de dar cumplimiento a la equivalencia prevista en la Ley. La Comisión expuso este criterio a la Autoridad de Aplicación la que lo ratificó" (cfr. fs. 360/361).
11.- Finalmente, la Fiscalía de Estado emitió con fecha veinticinco de octubre de dos mil once, el Dictamen Número 1491, en el cual manifestó: "…3) TREJO VALERIA: En el Dictamen Ampliatorio realizado se expresa ‘...La Comisión ha observado que la Aspirante no posee publicaciones que encuadren como Presentaciones en congresos u otras reuniones científico técnicas (D1...’ (fs. 1001), con lo cual ratifican que la misma no cumple con uno de los requisitos mínimos previstos para el ingreso a la categoría para la que es propuesta, más allá de las consideraciones que formula que exceden sus facultades. Por tal motivo, atento a la valoración realizada por la propia Comisión, la postulante cumplimenta los requisitos para ser designada en la categoría Profesional científico Tecnológico Asistente…" (cfr. fs. 368 y vta.). 
Con sustento en lo así dictaminado, el Gobernador de la Provincia por Decreto Número 1831 del veintiséis de octubre de dos mil once, designó a la actora en la categoría "Profesional Científico Tecnológico Asistente" (cfr. fs. 21/24).

12.- Efectuada la reseña del plexo normativo aplicable como así también de los hechos relevantes de la causa, corresponde ingresar al tratamiento de los agravios esgrimidos por la apelante.

En primer lugar la actora cuestiona la sentencia recurrida, en cuanto entiende que el Poder Ejecutivo se ha apartado arbitrariamente del Dictamen de la Comisión de Ingreso y Promoción para la Carrera del Profesional Científico y Tecnológico, al que debió ajustarse, en tanto se trata de dictámenes de organismos específicos creados a tal fin e integrados por personal especializado; máxime cuando han sido aceptados dichos dictámenes para la designación de otros agentes (cfr. fs. 418/419).
Sobre el particular cabe destacar que en el proceso de formación de la voluntad administrativa, existen actos de la Administración que no pueden ser considerados actos administrativos definitivos, por cuanto no producen efectos jurídicos directos e inmediatos respecto de terceros. Tales actos que pueden provenir de órganos consultivos, no condicionan el sentido de la voluntad del ente responsable del dictado del acto, en tanto la ley no les atribuya carácter vinculante.

Así, los dictámenes que emanan de los cuerpos técnicos, constituyen opiniones legales que podrán o no ser objeto de seguimiento al momento de la producción del acto definitivo. Ello es así, en razón que la función administrativa "consultiva" es una actividad preparatoria de las resoluciones de los órganos activos de la Administración. Ellos tienen la tarea de emitir una opinión técnico-jurídica calificada sobre aspectos de mérito o sobre la legitimidad de la futura voluntad administrativa.

En consecuencia, tales actos no expresan la voluntad del poder administrador, no resuelven, sino que integran una etapa previa de carácter consultivo-deliberativo dentro del íter procedimental de formación de la voluntad estatal. De lo que se deriva que cuando la ley no les confiere carácter vinculante, no condicionan el sentido de la decisión de quienes normativamente tienen la competencia para decidir, pudiendo por tanto prescindir del parecer contenido en el dictamen.

En esa tarea, el órgano de decisión podrá apoyarse en razones propias, proveyendo al acto de una motivación autónoma que deberá ser congruente con las actuaciones precedentes, o bien podrá hacer suyo el criterio sugerido por el órgano de consulta, hipótesis, esta última, en la que el contenido del dictamen será obligatorio en virtud del acto administrativo que acoge sus fundamentos.

Así lo ha sustentado esta Sala en el precedente recaído in re "Pelegrin, Néstor Francisco c/ Provincia de Córdoba - Contencioso Administrativo - Plena Jurisdicción - Recurso de Apelación" ocasión en la que se analizó el justo sentido que corresponde atribuir al imperativo legal contenido en el artículo 98 de la Ley 6658 -Procedimiento Administrativo-, cuando establece que todo acto administrativo final deberá ser motivado, y contendrá una relación de hechos y fundamentos de derecho, cuando "...c) se separe del criterio seguido en actuaciones precedentes, o del dictamen de órganos consultivos".
De esta norma surge que en los supuestos en que la ley no obligue al seguimiento de la opinión emitida por el órgano de consulta, pueden presentarse las siguientes hipótesis: a) si el órgano de decisión se aparta del dictamen producido por el órgano de consulta, el primero debe proveer al acto de la motivación necesaria para que la voluntad administrativa pueda ser considerada válida; b) si el órgano de decisión comparte la opinión emitida por el asesor técnico, el primero podrá hacer suyos los fundamentos de hecho y de derecho explicitados por el órgano de consulta en tanto sean válidos y, en este caso, la remisión a lo allí actuado confiere a la voluntad administrativa de la debida motivación.

Con esa proyección, es doctrina pacífica de este Tribunal, consolidada por su indeclinable seguimiento en reiterados pronunciamientos, y a través de sus distintas integraciones, que la debida motivación del acto administrativo se configura no sólo con la en él invocada, sino también con todos los antecedentes a que pudiera remitirse y que le dieron origen, bajo la necesaria condición que: a) éstos se encuentren agregados al expediente donde recayó el acto administrativo en cuestión y b) hubieran sido conocidos por el actor (Sala Contencioso Administrativa, Sent. Nro. 95/1990 "Urriche, Nicolás c/ Provincia de Córdoba - Contencioso Administrativo - Recurso de Apelación"; Sent. Nro. 19/1989 "Giacomo Fazio S.A. c/ Mdad. de Cba. - Contencioso Administrativo"; Sent. Nro. 16/1993 "Ríos Aníbal César c/ Pcia. de Córdoba - Cont. Adm. - Plena Jurisdicción - Recurso de Apelación"; "Giménez, Angel Humberto c/ Provincia de Córdoba - Contencioso-administrativo - (Plena Jurisdicción) - Recurso de apelación" Sent. Nro. 17/1993, entre muchas).

13.- Sentadas tales premisas, corresponde analizar si la censura expuesta por la apelante resulta procedente.
El artículo 15 inciso d) enumera como función de la "Comisión de Ingreso y Promoción", la de "Proponer a la Autoridad de Aplicación, mediante dictamen fundado, su incorporación (del postulante) a la carrera".

Por su parte, el artículo 21 ib. prescribe "La Autoridad de Aplicación, en función de los informes, dictámenes y orden de mérito producidos por la Comisión de Ingreso y Promoción, propondrá al Poder Ejecutivo Provincial la designación de los postulantes con indicación de la categoría que se asigna a cada uno".
De las normas transcriptas surge, claramente, que la "Comisión de Ingreso y Promoción" propone, mediante dictamen fundado, a la Autoridad de Aplicación, quien a su vez, en base a lo dictaminado por la primera, propone al Poder Ejecutivo Provincial la designación de los postulantes con indicación de la categoría que se asigna a cada uno de ellos. 

Vale decir que el "órgano de decisión" es el Poder Ejecutivo Provincial y el sentido de lo decidido no se encuentra condicionado por el dictamen de los órganos consultivos intervinientes, ya que la ley no les confiere carácter vinculante.
En consecuencia, al no obligar la ley al órgano de decisión a seguir la opinión emitida por el órgano de consulta, es plenamente legítima la posibilidad que tiene el Poder Ejecutivo Provincial de apartarse del dictamen producido, siempre y cuando provea al acto administrativo definitivo se una motivación suficiente.

De allí que resulta acertada la afirmación efectuada por la Sentenciante en orden a que "…la facultad de designar a los agentes administrativos corresponde al Poder Ejecutivo en su carácter de jefe y administrador del Estado provincial, por imperativo del art. 144, inc. 10, de la Constitución Provincial (…) Por tal razón, y no verificándose ningún supuesto de delegación ni de exclusión de la atribución ejecutiva, ha de concluirse que la formalización del nombramiento de los agentes públicos pertenece en exclusividad al Poder Ejecutivo, siendo el dictamen de la Comisión sólo una opinión o consejo que, aun cuando pueda ser de obligatorio requerimiento, de ninguna manera puede considerarse vinculante..." (cfr. fs. 407vta.), en tanto dicha aseveración encuentra sustento normativo en los artículos 144 inciso 10 de la Constitución Provincial y en los artículos 15 y 21 de la Ley 9876.

14.- En cuanto a la motivación del acto administrativo impugnado, Decreto Número 1831/2011, que designó a la actora en cargo "Profesional Científico Tecnológico Asistente" (cfr. fs. 21/24), cabe precisar que ésta no sólo se encuentra explicitada en el mismo acto sino también en el Dictamen Número 1491/11 de la Fiscalía de Estado, al cual aquél remite, y que se encuentra incorporado en el expediente administrativo en el cual el acto de designación fue dictado.

Los motivos aducidos para no seguir el dictamen de la Comisión fueron, en primer lugar, el apartamiento del órgano consultivo de los criterios objetivos de evaluación establecidos en la normativa aplicable (Ley 9876 y Resolución Nro. 69/2011) y, en segundo término, el sometimiento de la actora a las pautas establecidas en la normativa citada sin realizar cuestionamiento alguno (cfr. fs. 22 y 366vta./367). 
En efecto, el artículo 18 de la Ley 9876 exige expresamente a la Autoridad de Aplicación el dictado de un "Reglamento de Concursos" que establezca criterios objetivos de evaluación.

De allí, que el Ministerio de Ciencia y Tecnología, dictó la Resolución Número 69/2011 en cuyo Anexo III estableció los "criterios objetivos" que debían ser observados por la "Comisión de Ingreso y Promoción" para evaluar los antecedentes presentados por los postulantes al ingreso (cfr. fs. 38 y ss.). 

En consecuencia, la norma citada constituye el límite de actuación del órgano consultivo en tanto establece las pautas regladas que aseguran la razonabilidad y uniformidad en el tratamiento de los postulantes al ingreso a la carrera. 

Si la citada Resolución estableció una tabla en la cual asignó al ítem D.1. Presentaciones en congresos u otras reuniones científico técnicas, un punto por presentación, con un máximo de diez puntos, y al ítem D.5. Informes científicos o técnicos no publicados referidos a estudios o prestación de servicios realizados para proyectos, convenios o contratos, también una valoración de un punto por cada uno, con un máximo de diez puntos, exigiendo claramente para ser designado Profesional Científico Tecnológico Adjunto al menos un punto en el ítem D.1. y dos puntos en el ítem D.5. (cfr. fs. 41) y la actora no presentó antecedente alguno correspondiente al ítem D.1., la Comisión no puede, so pretexto de "la inexistencia de una explicación acerca de cómo debe aplicar la Tabla para la Categoría Adjunto" en lo que hace a los requisitos D.1. y D.5., interpretar que como "Requisito Mínimo corresponde exigir que la suma de puntaje de ambos requisitos D.1 y D.5 sea tres puntos, alcanzando la suma en presentaciones a congresos (tres) o en informes científicos o técnicos (tres) o en ambos (uno más dos o dos más uno), a fin de dar cumplimiento a la equivalencia prevista en la Ley..." -énfasis agregado- (cfr. fs. 361).
Ello por cuanto, al realizar tal interpretación, se ha apartado del marco legal, aplicando incorrectamente los puntajes predeterminados expresamente y objetivados por la norma, siendo éstas, pautas regladas que escapan a toda discrecionalidad.

Como bien precisó la Fiscalía de Estado en el Dictamen Número 27 del ocho de febrero de dos mil doce "…de las constancias obrantes en el expediente mencionado, surge con claridad que se ha respetado en todo momento la discrecionalidad técnica de la Comisión, limitando el control a la aplicación de los criterios objetivos previstos como requisitos mínimos para el acceso a cada categoría, que no tiene visos de discrecionalidad alguna, ya que, en el caso de los antecedentes alcanzados por los postulantes, la opinabilidad es inexistente: o el postulante posee el antecedente requerido por la norma reglamentaria para el ingreso a determinada categoría, o no lo posee y no cumplimenta con dicho requisito. Pretender subsanar el incumplimiento de un requisito mediante la acreditación de otro, de inferior jerarquía, provocaría la desnaturalización de la regla…" (cfr. fol. 12, expte. adm. cit.).
En consecuencia resulta acertada la afirmación efectuada por la Cámara a quo en orden a que "…Si la Comisión advirtió una inconsecuencia en su articulado, lo que debió haber hecho era pedir al órgano ministerial la modificación del acto, en lugar de realizar interpretaciones que claramente se apartan de su texto".

"Bien es cierto que los requerimientos para D.1 y D.5 pueden ser asimilables, pero lo cierto es que en la resolución están desdoblados, desdoblamiento que debió respetar la Comisión que, si bien manifiesta que expuso su criterio a la autoridad de aplicación y que ésta lo ratificó, tales actuaciones no se encuentran incorporadas a los autos" (cfr. fs. 407vta.). 

15.- En lo que respecta al otro argumento esbozado por el Poder Ejecutivo en el acto administrativo impugnado con el fin de fundamentar el apartamiento del dictamen de la Comisión, es menester señalar que el mismo se condice plenamente con la doctrina sentada por este Tribunal, en consonancia con lo sostenido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación según la cual el voluntario sometimiento a un régimen jurídico impide -a falta de reserva expresa- su impugnación ulterior con base constitucional, pues no puede ejercerse una pretensión judicial manifiestamente contradictoria e incompatible con una anterior conducta deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz (Fallos 304:972; 305:518, 1139; 285:410; 293:221; 294:220).

En consecuencia, con bien señala el Tribunal de Mérito "…Es relevante también tener en cuenta la actitud asumida por la actora, quien al formalizar su presentación no realizó cuestionamiento alguno al respecto, y se sometió sin reservas al procedimiento establecido, habiendo presentado sus antecedentes como correspondientes al ítem D.5, sin pretender el desdoblamiento que realizó oficiosamente la Comisión. No existe por tanto ningún derecho subjetivo preexistente en su favor que haya sido lesionado y que resulte merecedor de amparo en esta litis…" (cfr. fs. 408). 
En definitiva, las consideraciones efectuadas demuestran con total nitidez la falta de sustento de la crítica ensayada por la recurrente, en tanto no ha efectuado una réplica completa y circunstanciada de los argumentos sustentadores de la resolución atacada, en el punto objeto de análisis.

16.- Finalmente carece de sustento la censura expuesta por la apelante en orden a la supuesta omisión de la prueba dirimente por parte del Tribunal de Mérito, especialmente los testimonios por los miembros de la Comisión de Ingreso y Promoción para la Carrera de Profesional Científico y Tecnológico (cfr. fs. 422/424vta.).
Sobre el punto es atinente recordar que una prueba es decisiva no porque como tal la conceptúe y califique el recurrente, sino por su naturaleza misma. Por ello y a los fines de la procedencia formal del recurso de apelación, el impugnante debe procurar demostrar que las razones tenidas para apreciar la calidad decisiva que atribuye a la prueba que se dice omitida, son eficaces para persuadir que ese elemento está cabalmente dotado de la fuerza de convicción indispensable para repeler la decisión dictada, atento la incompatibilidad entre los elementos meritados por el Juzgador y los que se estiman omitidos (Auto Nro. 40/1993 "Barros..."; Auto Nro. 88/1998 "Camandone...", entre otros).
Dichas exigencias no se cumplimentan en el sub lite donde la impugnante no logra demostrar concretamente de qué modo su consideración expresa, haría revertir el sentido del pronunciamiento, el que encuentra sustento lógico y fáctico en otras circunstancias independientes que son bastantes para fundamentarlo legítimamente (DE LA RÚA, Fernando "El Recurso de Casación", Edit. Zavalía, Bs. As.; 1968, págs. 172 y ss.), y que han sido expuestas supra. 

Las conclusiones expuestas resultan avaladas a tenor de lo expresado por una de las testimoniales vertidas, en la cual se sostuvo que "…efectivamente los informes o las propuestas de la Comisión no tienen carácter vinculante, y así lo establece la ley…", agregándose que -consecuentemente- no corresponde calificar la decisión de la Fiscalía de Estado como arbitraria (cfr. declaración de la Dra. Viviana María Acuña, fs. 343vta./344).
17.- En definitiva, los recaudos mencionados en el punto 7 del presente decisorio no se encuentran satisfechos en el sub lite, toda vez que tal como se desprende de las consideraciones expuestas, la apelante no logra rebatir en forma eficaz los fundamentos desarrollados por la Sentenciante para rechazar la demanda, efectuando una crítica completa y razonada del pronunciamiento recurrido.
18.- Como corolario de lo expuesto y conforme lo desarrollado precedentemente, corresponde no hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la actora y, en consecuencia, confirmar el decisorio impugnado en todos sus términos.
19.- En cuanto a las costas devengadas en esta instancia, atento a que las particularidades de la causa pudieron generar en la actora la creencia de tener un mejor derecho para apelar, corresponde que sean impuestas por su orden (art. 130 del C.P.C. y C., por remisión del art. 13 del C.P.C.A.). 


Así voto.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:


Adhiero al voto del Señor Vocal preopinante, que a mi juicio ha expresado los fundamentos necesarios para resolver en forma correcta la presente cuestión. Por ello, me expido en igual sentido.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI, DIJO:


Comparto en un todo lo expresado por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, votando en consecuencia, de igual forma.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:

Corresponde: I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la actora (fs. 410) en contra de la Sentencia Número Doscientos uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el diecinueve de diciembre de dos mil trece (fs. 400/409) y, en consecuencia, confirmar dicho pronunciamiento en todos sus términos. 

II) Imponer las costas de esta instancia por su orden (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).

III) Disponer que los honorarios profesionales de la Doctora Inés M. Rodríguez Vidal -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta por ciento (30%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..

Así voto.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:


Voto en igual sentido que el Señor Vocal preopinante, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI, DIJO:


Estimo que la respuesta proporcionada por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, expresa la solución acertada a la presente cuestión. Por ello, me pronuncio en idéntica forma.


Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,

RESUELVE:

I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la actora (fs. 410) en contra de la Sentencia Número Doscientos uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el diecinueve de diciembre de dos mil trece (fs. 400/409) y, en consecuencia, confirmar dicho pronunciamiento en todos sus términos. 

II) Imponer las costas de esta instancia por su orden (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).

III) Disponer que los honorarios profesionales de la Doctora Inés M. Rodríguez Vidal -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta por ciento (30%) del mínimo de la escala del artículo 
36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..
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